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MINISTRO REDACTOR:        DOCTOR JULIO CESAR CHALAR  
 
Montevideo, veinticuatro de setiembre de dos mil ca torce 
 
  VISTOS: 
 
    Para sentencia definitiva, estos autos 
caratulados: “RISI PARDO, LEONARDO C/ MINISTERIO DE  SALUD PUBLICA - 
REPARATORIO PATRIMONIAL POR RESPONSABILIDAD ADM. POR ACTO - 
CASACION”, IUE: 2-37714/2011; venidos a conocimient o de la Suprema 
Corte de Justicia. 
 
  RESULTA QUE: 
 
      1) El Dr. Leonardo Risi Pardo se 
presentó ante el Juzgado Letrado de Primera Instanc ia en lo 
Contencioso Administrativo de 4o. Turno, y promovió  demanda de 
reparación patrimonial contra el Ministerio de Salu d Pública (en 
adelante “MSP”), v. fs. 120 y ss. 
       Sostuvo, en síntesis: 
       - Por Resolución de la Comisión 
Honoraria de Salud Pública, dependiente del MSP, No . 111/2007 del 24 
de julio de 2007, se dispuso la inhabilitación del actor para el 
ejercicio de la medicina por el término de 9 meses.  
       - La resolución referida fue 
consecuencia de la denuncia efectuada por la Sra. M ireya Montenegro, 
por los hechos que determinaron la muerte de su esp oso Sr. Juan 
Augusto López Larrosa, con fecha 27/IV/2002, en la Sede Secundaria 
del Círculo Católico de Obreros de Canelones. 
       El Sr. López Larrosa, era socio 
de dicha Mutualista y en la fecha indicada solicitó  asistencia a la 
Emergencia Médica Móvil SEMIC, por un cuadro de dol or precordial y 
síndrome neurovegetativo. Se lo asistió en su domic ilio, 
diagnosticándose un infarto agudo de miocardio, por  lo que fue 
trasladado a la Sede Secundaria del Círculo Católic o de Obreros de 
Canelones donde fue recibido por la Médico de Guard ia Dra. Verónica 
Rodríguez. A ese momento el paciente presentaba sig nos vitales 
estables y estaba lúcido. 
       Ante dicho diagnóstico la Dra. 
Rodríguez coordinó vía telefónica con el actor (que  era el Director 
Técnico de la Mutualista) el traslado del paciente,  categorizando su 
estado como de “Clase III”, categoría que correspon de a un “paciente 
con riesgo vital”. 
       El actor inmediatamente contactó 
a la Emergencia Médica UDEMM, sita en San José a fi n de trasladar al 
paciente a la Sede Central de Montevideo. 
       A la hora aproximadamente de su 
ingreso a la Sede Secundaria referida, el paciente hizo un paro 
cardiorrespiratorio y falleció minutos después, a p esar de las 
maniobras de reanimación realizadas. 
       - En virtud de la denuncia 
presentada por los hechos referidos, se inició una investigación 
administrativa ante la Comisión Honoraria de Salud Pública, de la 
cual resultó que “en el caso considerado no se cump lieron los 
procedimientos necesarios para una asistencia corre cta, tanto al no 
trasladar al paciente, una vez diagnosticado, direc tamente a un 
centro adecuado (CTI), como el recibirlo sin contar  con los 
elementos imprescindibles para su asistencia correc ta (de cuyos 
cuidados no figuran registros), como por la decisió n administrativa 
adoptada por la Dirección Técnica del Círculo Catól ico (dejar al 
paciente en un lugar inadecuado, ordenar la concurr encia de un móvil 
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que se encontraba a no menos de 30 minutos de viaje  para llegar), 
valorando erróneamente la gravedad y situación de e mergencia de la 
patología por la que era consultado”. 
       - Como consecuencia de lo 
anterior se dispuso imponer al Dr. Risi la sanción de inhabilitación 
para el ejercicio de la medicina por el término de 9 meses. 
       - Dicha resolución fue impugnada 
y ante la denegatoria ficta, se promovió acción anu latoria ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo (en adela nte “T.C.A.”), 
órgano que en definitiva, por Sentencia No. 65, dic tada el 8 de 
febrero de 2011, resolvió la anulación del acto adm inistrativo 
impugnado. En lo sustancial, la solución anulatoria  fue adoptada 
atendiendo a que la investigación fue dispuesta el 21 de setiembre 
de 2004, y la resolución sancionatoria recién recay ó el 24 de julio 
de 2007, por lo que el T.C.A. –en aplicación de lo dispuesto por el 
art. 223 inc. 2 del Decreto No. 500/1991, en la red acción dada por 
art. 1o. del Decreto No. 287/1998- entendió que “.. .operada la 
caducidad de la pretensión punitiva de la Administr ación, ésta no 
podía adoptar decisión alguna de carácter sancionat orio respecto del 
Dr. Leonardo Risi; por lo que el acto resistido dev ino 
insanablemente nulo por cuanto vulnera la regla de derecho (arts. 
309 y 310 de la Constitución de la República, art. 23 del D.L. No. 
15.524 y art. 223 del Decreto No. 500/991)” (fs. 43  vto.). 
       - Reclama: (a) Lucro cesante, 
por la pérdida de sus ingresos en OSE por las licen cias sin goce de 
sueldo que debió solicitar entre los días 28/9/2007  a 24/4/2008 y 
10/11/2008 a 19/1/2009 y por la pérdida del empleo en el Círculo 
Católico, por un total de $22.900.000, (b) daños y perjuicios a su 
futura situación jubilatoria (menoscabo a sus aport es jubilatorios) 
y (b) Daño Moral, $600.000. 
      2) El Juzgado Letrado de 1a. 
Instancia en lo Contencioso Administrativo de 4o. T urno, mediante 
Sentencia SEF 0476–000008/2013, del 13 de febrero d e 2013, falló:  
       “Haciendo lugar parcial-mente a 
la demanda y en su mérito, condenando a la parte de mandada Estado 
Persona Pública Mayor representado por el Poder Eje cutivo – 
Ministerio de Salud Pública a abonarle al Dr. Leona rdo Risi Pardo: 
A) El lucro cesante por no percibir las retribucion es en O.S.E. 
durante las licencias sin goce de sueldo que gozó e n los períodos 
reclamados de los años 2007 y 2008, difiriéndose la  liquidación de 
las mismas sobre la base los valores históricos que  debió percibir 
con los reajustes del Decreto-Ley No. 14.500 desde las respectivas 
fechas en que debieron percibirse y los intereses l egales a la tasa 
del 6% (seis por ciento anual) desde la fecha del 2 9.8.2011, hasta 
la de su pago, a la etapa del art. 378 del C.G.P., y B) Por concepto 
de daño moral la suma de $400.000 (pesos uruguayos cuatrocientos 
mil), con más los reajustes del Decreto-Ley No. 14. 500 desde la 
fecha del 29.7.2007 e intereses legales a la tasa d el 6% (seis por 
ciento anual) desde la fecha 29.8.2001, hasta la de  su pago...” (fs. 
843/868 vto.). 
      3) En segunda instancia entendió el 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 3er. Turno q uien, por 
Sentencia SEF 0007–000193/2013, del 6 de diciembre de 2013, dispuso:  
       “Confírmase la sentencia 
impugnada, salvo en cuanto rechaza el lucro cesante  del ingreso del 
actor como Director del Círculo Católico, en lo que  se revoca y en 
su mérito acógese la pretensión de condena a resarc irlo desde el 
dictado del acto ilegítimo hasta su anulación por e l T.C.A., 
difiriendo la liquidación al procedimiento previsto  en el art. 378 
del C.G.P. Sin especial condenación en el grado...”  (fs. 906/915). 
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      4) En fs. 918/920, la representante 
del Ministerio de Salud Pública interpuso recurso d e casación. 
Básicamente, sostuvo: 
       - El Tribunal establece que la 
Administración deberá abonar al actor el lucro cesa nte producido a 
raíz del cese de la relación laboral que el mismo m antenía con el 
Círculo Católico de Obreros del Uruguay. No son ace rtadas las 
apreciaciones de la Sala, ya que como ha quedado pr obado la 
desvinculación del Dr. Risi con dicha institución m édica “...se 
produjo estrictamente en el marco de un acuerdo vol untario laboral 
entre el actor y el CCOU como se demostró en estos autos por lo que 
no se le puede atribuir ningún tipo de responsabili dad a esta 
Secretaría de Estado POR LO QUE, NO CORRESPONDE QUE  COBRE MULTIPLES 
SUMAS POR EL MISMO CONCEPTO” (fs. 918 y vto.). 
       - Se demostró en autos que el 
actor recibió una cuantiosa suma de dinero en el ma rco de un acuerdo 
voluntario laboral entre el actor y el CCOU, lo cua l es 
absolutamente ajeno al Ministerio de Salud Pública y a la resolución 
objeto de nulidad por el T.C.A. 
       No es necesario explicar que 
dicho acuerdo de voluntades reviste la calidad de t ransacción, 
“...por lo que el mismo en nuestro Derecho Positivo  se reviste en 
cosa juzgada” (fs. 918 vto.). 
       - No era difícil de presumir una 
vez que la Administración había resuelto el 23 de o ctubre de 2007 
suspender la ejecución del acto, que era altamente probable que se 
reviera la medida y sin embargo el actor decidió pr oseguir con el 
acuerdo voluntario por el cual se desvinculó del Cí rculo Católico de 
Obreros del Uruguay. 
       - La prueba diligenciada en 
autos es absolutamente insuficiente para arribar a la conclusión de 
que el Dr. Risi haya sido despedido como consecuenc ia de la 
Resolución de la Administración que dispuso la susp ensión. 
       - “...en el presente caso no es 
posible verificar el daño, ya que el actor cobró un a suma 
importantísima de dinero al desvincularse de la Ins titución 
Médica... Menos aún se ha podido probar en este pro ceso el nexo 
causal entre la desvinculación del actor al CCOU co mo consecuencia 
de la responsabilidad de esta Secretaría de Estado”  (fs. 919 vto. in 
fine/920). 
       En definitiva, solicitó “...se 
tenga por evacuado en tiempo y forma el recurso de apelación 
interpuesto por parte actora contra la sentencia de finitiva de 
segunda instancia de fecha 6 de febrero de 2013” (f s. 920). 
      5) El actor contestó el recurso de 
casación y adhirió al mismo en los términos que sur gen de fs. 926 a 
935. En apoyo de su adhesión al recurso de casación , en síntesis, 
expresó: 
       - Que considera errónea-mente 
aplicadas por la Sala las siguientes normas: artícu lo 24 de la 
Constitución, artículos 1.319, 1.323 y 1.346 del Có digo Civil y 
artículo 198 del Código General del Proceso. 
       - La errónea aplicación de 
dichas normas determina proceda casar la impugnada en tres aspectos: 
estimación parcial del rubro lucro cesante, liquida ción de 
perjuicios en vía incidental y criterios de liquida ción de haberes 
perdidos en OSE y no fijación de las pautas de actu alización de la 
condena. 
       - La sentencia de segunda 
instancia acierta al establecer la conexión causal entre la pérdida 
del empleo en el CCOU y el acto administrativo ileg ítimo. No 
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obstante, incurre la Sala en una errónea interpreta ción del nexo 
causal –cuestión jurídica- al entender que anulada la inhabilitación 
cesarían todas las consecuencias perjudiciales de l a lesiva volición 
administrativa. 
       El acto administrativo ilegítimo 
y la pérdida del empleo se ubican como un punto en el tiempo cuyas 
consecuencias se extienden hacia el futuro, más all á de la anulación 
del acto administrativo ilegítimo.  
       El cercenamiento del lucro 
cesante al momento de la sentencia anulatoria no re sulta ajustado a 
derecho y, por ende, amerita la casación. 
       - En relación a la liquidación 
de perjuicios por vía incidental y el criterio para  liquidar los 
haberes perdidos en OSE la errónea aplicación del D erecho se centra 
particularmente en la violación del principio de re paración integral 
del daño. 
       En autos se delimitó el valor de 
la causa en la demanda y se diligenció una pericia contable a 
efectos de estimar las sumas adeudadas y su actuali zación. Por ende, 
carece de fundamento normativo diferir la liquidaci ón de perjuicios, 
cuando la misma ha sido realizada en autos, a la ve z que resulta 
fácilmente realizable mediante operaciones aritméti cas simples. 
       - Es motivo de casación que no 
se hayan fijado las pautas de actualización de la c ondena en virtud 
de contradecir lo establecido por el artículo 198 d el Código General 
del Proceso, artículos 1.348 inc. 3o., 2.207 inc. 2 o. y 2.214 del 
Código Civil y artículos 1, 2 y 4 del Decreto-Ley N o. 14.500. 
       En la demanda se requirió la 
actualización legal de las sumas adeudadas, extremo  que se reiteró 
al interponer el recurso de apelación. Sin embargo,  la sentencia de 
segunda instancia –vicio de incongruencia minus pet ita- no se 
pronunció sobre los criterios de actualización mone taria. 
       Concluye solicitando: a) se 
desestime el recurso de casación planteado por la d emandada, con 
costas y costos; b) se haga lugar a la casación int erpuesta por el 
actor acogiendo en su totalidad el rubro lucro cesa nte, condenando 
en forma líquida a la parte demandada, más los corr espondientes 
intereses y reajustes legales. 
      6) Por Interlocutoria del 7 de mayo 
de 2014, el Tribunal dispuso el franqueo del recurs o de casación y 
la adhesión y la elevación de los autos para ante e sta Corporación, 
donde fueron recibidos el día 19 de mayo de 2014 (c f. nota de fs. 
951). 
      7) Fue conferida vista al Sr. 
Fiscal de Corte, quien, en definitiva, sostuvo que:  “...nada tiene 
que observar en autos” (Dictamen No. 02125, fs. 954  y vto.). 
      8) Por Resolución No. 1150, dictada 
el 9 de junio de 2014, se dispuso: “Por evacuada la  vista conferida. 
Pasen a estudio y autos para sentencia” (fs. 956); sentencia que se 
acordó en forma legal en el día de la fecha. 
 
   SE CONSIDERA QUE: 
 
      I.- Por unanimidad de sus 
integrantes naturales, este Alto Cuerpo habrá de re cibir el recurso 
de casación de la parte demandada, y desestimará la  adhesión a la 
casación interpuesta por la parte actora. 
      II.- La admisibilidad del recurso de 
casación interpuesto por vía principal. Al evacuar el traslado del 
recurso de casación, el actor señala que la impugna ción promovida 
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por la Administración adolece de deficiencias forma les que 
determinarían “...su inadmisibilidad...” (fs. 927 v to.). 
       Al respecto, señala que la 
accionada limita su recurrencia a cuestiones de hec ho, atinentes a 
la valoración de los diversos medios probatorios di ligenciados en 
autos y que la misma “...no ha invocado ni siquiera  una norma 
jurídica que considere erróneamente aplicada por el  Tribunal...” 
(fs. 927 in fine y vto.). 
       Más allá de la evidente falta de 
claridad de que hace gala el recurso de casación pr omovido por el 
Estado – MSP, en definitiva entiendo que desarrolla  una serie de 
cuestionamientos que dicen relación con la valoraci ón probatoria 
efectuada por la Sala y que le llevan a concluir qu e “...en el 
presente caso no es posible verificar el daño, ya q ue el actor cobró 
una suma importantísima de dinero al desvincularse de la Institución 
Médica... Menos aún se ha podido probar en este pro ceso el nexo 
causal entre la desvinculación del actor al CCOU co mo consecuencia 
de la responsabilidad de esta Secretaría de Estado”  (fs. 919 vto. in 
fine y 920). 
       Siendo así, si bien es cierto 
que el recurrente no indica las disposiciones legal es que entiende 
infringidas, según dispone el artículo 273 Código G eneral del 
Proceso como requisito de interposición del recurso  de casación, se 
entiende que igualmente corresponde ingresar al exa men de la 
impugnación en tanto en ella se identifican como in fringidos 
conceptos jurídicos definidos, como son las nocione s de daño y nexo 
causal (cf. entre otras Sentencia No. 30/2002). 
       Vale recordar que conforme lo ha 
señalado la Corte en Sentencia No. 256/2009, en tér minos 
trasladables al subexamine: “Las exigencias previst as en el Art. 272 
del Código del Proceso Penal deben interpretarse en  un sentido 
amplio, en tanto requisitos que posibilitan la indi vidualización del 
agravio. En tal sentido expresa Vescovi, al estudia r el Art. 273 
Nal. 1 del C.G.P., que el Cuerpo entiende de aplica ción al sublite, 
que ‘...Cuando hablamos de norma de Derecho entende mos que deba 
usarse el criterio amplio que surge de esa expresió n en su tenor 
literal... En consecuencia no se hace necesario exi gir la cita de un 
determinado artículo de la Ley violada, como sucede  en algún país 
extranjero...’ (cf. Vescovi, Enrique, El recurso de  casación, 
Segunda Edición, Ed. Idea, pág. 107” (en Sentencia No. 317/2013). 
       Como también lo señala el actor, 
incurre en error la accionada al expresar su petito rio en los 
siguientes términos: “...se tenga por evacuado en t iempo y forma el 
recurso de apelación interpuesto por parte actora c ontra la 
sentencia definitiva de segunda instancia de fecha 6 de febrero de 
2013” (fs. 920). A juicio de la Corporación, se tra ta de un evidente 
error material que no ostenta virtualidad suficient e para vaciar de 
contenido la impugnación, por lo que estando al ten or del resto del 
libelo impugnativo, en aras de asegurar la efectivi dad de los 
derechos sustanciales comprometidos en la causa –cf . Código General 
del Proceso, artículo 14-, igualmente corresponde i ngresar a la 
consideración de la vía recursiva ensayada por el E stado. 
      III.- Consideración preli-minar acerca 
del contencioso anulatorio previo a estas actuacion es. Cabe partir 
por tenerse presente que, en el presente caso, el T ribunal de lo 
Contencioso Administrativo por Sentencia No. 65/201 1 anuló la 
Resolución No. 111/2007, de fecha 24 de julio de 20 07, dictada por 
la Comisión Honoraria de Salud Pública del Minister io de Salud 
Pública, por razones de legitimidad por haber sido dictada 
vulnerando la regla de derecho contenida en el artí culo 223 del 
Decreto No. 500/991. Concretamente se expresó en di cho fallo 
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“...que, operada la caducidad de la pretensión puni tiva de la 
Administración, ésta no podía adoptar decisión algu na de carácter 
sancionatorio respecto del Dr. Leonardo Risi; el ac to resistido 
devino insanablemente nulo por cuanto vulnera la re gla de derecho 
(Arts. 309 y 310 de la Constitución Vigente, Art. 2 3 del Decreto-Ley 
No. 15.524 y Art. 223 del Decreto No. 500/991)” (cf . fs. 43 vto. de 
la presente causa y fs. 94 vto. del acordonado Fa.:  441/08). 
       En virtud de lo anterior, a 
juicio de los Sres. Ministros Chediak y Pérez Manri que, es del caso 
recordar lo expresado en Sentencia No. 80/2014 de l a Corporación, 
que con las naturales adecuaciones resulta traslada ble al 
subexamine: “...los Sres. Ministros Dres. Pérez Man rique y Chediak, 
entienden no debe dejar de tenerse presente lo que sostuvieron en 
discordia extendida conjuntamente en pronunciamient o de la Corte No. 
845/2012 en cuanto a que cabe reconocer la eficacia  vinculante de la 
cosa juzgada emergente del fallo del Tribunal de lo  Contencioso 
Administrativo cuando se pronuncia por la ilegitimi dad del acto, no 
encontrándose en esa hipótesis legitimada la justic ia ordinaria para 
analizar nuevamente su legitimidad, sino sólo compr obar la 
existencia del nexo causal, daño y su cuantificació n”. 
       El Sr. Ministro Larrieux, 
destaca que tal como lo sostuvo la Corporación en S entencia No. 
845/2012, citando posición jurisprudencial propia e n Sentencia No. 
425/2000, en conceptos que devienen aplicables al p resente: 
“...nuestro contencioso administrativo de anulación  no ejerce 
control de ‘plena jurisdicción’ puesto que el Tribu nal sólo puede 
anular o confirmar el acto y no en cambio reformarl o ni disponer el 
pago de daños y perjuicios que se hayan causado, ni  ordenar las 
medidas que debería adoptar la administración para restablecer el 
orden jurídico perturbado (Cf. Martins, Daniel Hugo , ‘Acción de 
nulidad’ en ‘El poder y su control’, pág. 217, Ucud al, Ed. Rev. 
U.D.C.P.)”. 
       Asimismo, señala el Sr. Ministro 
Larrieux, en la sentencia recién referida se expres ó, siguiendo 
posición de Sayagués Laso, que la acción ante el Po der Judicial no 
puede encararse como una liquidación de perjuicios en ejecución de 
la sentencia anulatoria (“Tratado de Derecho Admini strativo”, Ed. 
1974, tomo II, págs.. 608 y 609), por lo que, “En e sa 
interpretación, la justicia ordinaria en el examen de mérito acerca 
de la configuración de los elementos de la responsa bilidad, no se ve 
acotada de modo alguno por lo resuelto en jurisdicc ión 
administrativa”. 
      IV.- El recurso de casación 
interpuesto por la demandada. La representante del Estado – 
Ministerio de Salud Pública se agravia en razón de la recepción en 
segunda instancia del lucro cesante reclamado por e l actor a 
consecuencia del cese de su relación laboral con el  Círculo Católico 
de Obreros del Uruguay.  
       Al respecto, el demandado 
expresa que la desvinculación del Dr. Risi de dicha  institución 
médica “...se produjo estrictamente en el marco de un acuerdo 
voluntario laboral entre el actor y el CCOU como se  demostró en 
estos autos por lo que no se le puede atribuir ning ún tipo de 
responsabilidad a esta Secretaría de Estado POR LO QUE, NO 
CORRESPONDE QUE COBRE MULTIPLES SUMAS POR EL MISMO CONCEPTO” (fs. 
918 y vto.). Por ello –como se adelantara- entiende  que “...en el 
presente caso no es posible verificar el daño, ya q ue el actor cobró 
una suma importantísima de dinero al desvincularse de la Institución 
Médica... Menos aún se ha podido probar en este pro ceso el nexo 
causal entre la desvinculación del actor al CCOU co mo consecuencia 
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de la responsabilidad de esta Secretaría de Estado”  (fs. 919 vto. in 
fine y 920). 
       En primera instancia se 
desestimó dicho rubro. En segunda instancia se ampa ró el mismo, pero 
acotándolo al período que va desde el “...dictado d el acto ilegítimo 
hasta su anulación por el T.C.A.” (fs. 915). 
       Como lo sostuviera la 
Corporación –entre muchas otras- en Sentencia No. 8 24/2012:  
       “Respecto a la determina-ción 
del nexo causal y su naturaleza como ‘quaestio iuri s’ la Corte ha 
sostenido en Sentencia No. 867/2008 que: ‘...si bie n el 
establecimiento de la situación fáctica que se aduc e como causa, 
origen o elemento productor del daño invocado por l os accionantes es 
una cuestión de hecho (ajena, en principio, al ámbi to casatorio), es 
en cambio ‘quaestio iuris’ la determinación del lla mado nexo causal, 
esto es, la calificación de si esa situación fáctic a tiene con el 
resultado dañoso la relación requerible para ser co nsiderada 
jurídicamente como causa del daño en cuestión. Y el lo porque para 
determinar jurídicamente la configuración del nexo causal no basta 
establecer la efectiva ocurrencia de determinados h echos sino que 
éstos deben examinarse conforme con las pautas lega les 
correspondientes (daño que es consecuencia directa e inmediata del 
hecho u omisión imputable al demandado: arts. 1.319 . 1.323 y 1.346 
C.C.) y asimismo doctrinarias (teorías de la equiva lencia de las 
condiciones, de la causalidad adecuada, de la causa lidad eficiente, 
etc.) para concluir si un hecho, acto, omisión o un  conjunto de 
combinaciones de ellos, puede ser tenido legalmente  como causante 
del daño sufrido por los accionantes (S.C.J., en Se ntencia No. 
323/1997)’. 
       Con relación al nexo causal 
señaló Gamarra: ‘...la relación de causalidad es un  puente entre el 
evento dañoso y su autor, este ligamen tiene la par ticularidad de 
que el primero es efecto o consecuencia del hecho d el segundo y éste 
es causa de aquél. Ahora bien, para que pueda habla rse de causa, la 
misma ha de estar ligada al efecto por una relación  de necesidad, o 
sea, que debe determinar el efecto...’ (Jorge Gamar ra, Tratado de 
Derecho Civil Uruguayo, T. 19, pág. 310)”. 
       Ahora bien, para la 
consideración del agravio corresponde tener present e 
cronológicamente la siguiente secuencia de hechos d ebidamente 
probados en la causa: 
       - El 24 de julio de 2007, la 
Comisión de Salud Pública dictó la Resolución No. 1 11/2007, por la 
cual dispuso la inhabilitación del actor para el ej ercicio de la 
medicina por el término de 9 meses (Cf. fs. 456 a 4 59). 
       - Entre los días 28 de agosto y 
3 de setiembre de 2007, el actor fue notificado de la resolución 
sancionatoria (cf. fs. 471 y 476/477). 
       - Con fecha 4 de setiembre de 
2007, el Dr. Delpiazzo -en extenso y muy fundado es crito- informó a 
las autoridades del Círculo Católico de Obreros del  Uruguay lo 
siguiente: “...la resolución de la Comisión Honorar ia de Salud 
Pública de 24 de julio de 2007... es manifiestament e ilegítima por 
haberse dictado una vez producida la caducidad del plazo de dos años 
contados a partir de la resolución que dispuso la i nstrucción...”; 
“...en casos como el examinado, la suspensión de la  ejecución del 
acto ilegítimo no sólo es procedente sino que se im pone como 
comportamiento debido de la Administración...”; “.. .la 
Administración (y sus funcionarios actuantes) incur rirían en grave 
responsabilidad si no se suspendiera de inmediato y  revocara después 
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la inhabilitación profesional impuesta a los médico s afectados” (la 
citas que vienen de transcribirse surgen en fs. 167  y 168). 
       - El 4 de setiembre de 2007 se 
notifica de la sanción al Círculo Católico de Obrer os del Uruguay. 
       - El 6 de setiembre de 2007 el 
Dr. Risi plantea recursos de revocación y jerárquic o. Además 
solicita la suspensión de la ejecución de la sanció n de 
inhabilitación (fs. 8 a 16). 
       - El 23 de octubre de 2007 la 
Comisión de Salud Pública dispuso suspender la ejec ución de la 
sanción (Cf. fs. 485 a 487). Esta resolución que ha bilitó al actor 
para el ejercicio de su profesión fue notificada al  mismo el día 21 
de noviembre de 2007 (Cf. constancia de fs. 487 vto .) 
       - El día 29 de noviembre de 2007 
(esto es 8 días después de saber que podía ejercer su profesión de 
médico, por la suspensión de la ejecución de la san ción) el Dr. Risi 
y el Círculo Católico de Obreros del Uruguay suscri bieron el 
“ACUERDO VOLUNTARIO” que luce en fs. 84/85, del cua l surge: (a) “En 
el día de la fecha, el CCOU recibió del Dr. Leonard o Risi su 
renuncia al cargo que venía desempeñando en la Inst itución por 
motivos de índole estrictamente personal. Enterado de estos hechos, 
el CCOU resuelve considerar una retribución especia l para el egreso 
del profesional referido que contemple no sólo adeu dos pendientes 
sino una diferencia en más contemplativa de los ser vicios destacados 
que el profesional ha brindado a la institución”; ( b) “Las partes en 
este estado acuerdan la suma que contempla la total idad de adeudos 
salariales a que se hará referencia a continuación es de 
$426.765...”; (c) “En atención a la gestión destaca da que ha tenido 
el profesional con el CCOU se ha dispuesto conceder le además una 
suma complementaria de $1.000.000 (pesos uruguayos un millón)”; (d) 
“El Dr. Risi acepta expresamente que con los rubros  documentados y 
acordados en el día de la fecha, una vez que los mi smos sean 
cobrados nada más tendrá que reclamar al CCOU por n ingún concepto, 
ni salarial, ni indemnizatorio, ni diferencial, ni compensatorio, 
emergente de la relación laboral que a partir de la  fecha queda 
extinguida por la renuncia presentada”; (e) “El Dr.  Risi declara que 
para la firma de su renuncia y del presente documen to estuvo 
debidamente asesorado y manifiesta su agradecimient o por la 
compensación especial que se le a asignado como res puesta a los 
servicios destacados que ha prestado para el CCOU”.  
       - El 13 de mayo de 2008, el Dr. 
Risi promovió la demanda de nulidad ante el T.C.A. (Cf. fs. 21 del 
acordonado Fa: 441/2008). 
       - El 17 de julio de 2008, la 
Comisión de Salud Pública resolvió “Levantar la sus pensión de la 
ejecución de la sanción, la que comenzará a correr a partir de la 
notificación al interesado...” (fs. 627). 
       - El 2 de diciembre de 2008, el 
T.C.A. resolvió suspender la ejecución del acto (Se ntencia No. 589, 
fs. 48/49 del acordonado Fa. 491/2008). 
       - El 8 de febrero de 2011, el 
T.C.A. mediante Sentencia No. 65, resolvió la anula ción del acto 
administrativo impugnado. 
       De la reseña precedente surge 
que: 
       (1o.) La desvinculación del 
Círculo Católico de Obreros del Uruguay y Dr. Risi se produjo porque 
éste planteo al empleador “...su renuncia al cargo que venía 
desempeñando en la Institución por motivos de índol e estrictamente 
personal...”; 
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       (2o.) A la fecha en que se 
suscribió el “Acuerdo Voluntario” que instrumentó l a desvinculación 
(29 de noviembre de 2007), el actor se encontraba e n condiciones de 
ejercer su profesión de médico en virtud de que la Comisión de Salud 
Pública había dispuesto suspender la ejecución de l a sanción el día 
23 de octubre de 2007 (Cf. fs. 485 a 487), lo cual fue notificado al 
Dr. Risi el  21 de noviembre de 2007 (Cf. constanci a de fs. 487 
vto.). 
       (3o.) El cese de la relación 
laboral supuso al actor el cobro de lo que se le ad eudaba más una 
“Compensación Especial” de $1.000.000 “...contempla tiva de los 
servicios destacados que el profesional ha brindado  a la 
institución” (fs. 84). 
       (4o.) Por mérito de su libre 
voluntad y estando debidamente asesorado el actor d ejó expresa 
constancia que una vez cobrado lo acordado, a parti r de la 
desvinculación (reitero, acaecida el 29 de noviembr e de 2007) 
“...nada más tendrá que reclamar al CCOU por ningún  concepto, ni 
salarial, ni indemnizatorio, ni diferencial, ni com pensatorio, 
emergente de la relación laboral que a partir de la  fecha queda 
extinguida por la renuncia presentada”. 
       En ese marco fáctico debidamente 
probado en la presente causa, conforme los agravios  expuestos por la 
recurrente, la Suprema Corte de Justicia considera que no se ha 
acreditado en autos la configuración del daño recla mado ni mucho 
menos la existencia de nexo causal entre la resoluc ión sancionatoria 
(en definitiva, conducta atribuible al demandado) y  la 
desvinculación del actor con el Círculo Católico de  Obreros del 
Uruguay. En función de lo expuesto, se concluye que  corresponde 
anular la impugnada en cuanto dispuso la condena po r el “...lucro 
cesante del ingreso del actor como Director del Cír culo Católico,... 
desde el dictado del acto ilegítimo hasta su anulac ión por el 
T.C.A....”. 
       Como lo expresara el Dr. 
Fernández de la Vega al pronunciarse en primera ins tancia, en 
términos que la Corporación comparte:  
       “...si el actor optó por 
renunciar a su empleo privado recibiendo en contrap artida un premio 
de retiro, mal puede pretenderse atribuirse respons abilidad a la 
demandada por no percibir más las retribuciones que  ganaba en la 
institución de referencia, ni pretenderse de que aq uella deba asumir 
su pago durante el resto de la vida laboral del act or... en 
definitiva por su propia decisión al retirarse. Siq uiera se 
aportaron en autos, elementos contundentes de que p ermitan arribar 
al ánimo del decisor a la convicción de que realmen te la empleadora 
pretendía despedir al actor de todo empleo que pudi ere mantener con 
la institución. Véase que los abogados que lo defen dían eran 
costeados por ésta” (fs. 862 y vto.). 
       “Conforme a lo expuesto, no 
corresponde jurídicamente considerar al actuar de l a Administración 
causa jurídica de la pérdida de las retribuciones q ue el actor 
percibía en el C.C.O.U., la causa directa de ello f ue la renuncia 
por la que optó el actor al empleo que tenía en la institución en 
ocasión de las circunstancias referidas. Debiéndose  distinguir en el 
plano jurídico entre los antecedentes o condiciones  del evento 
dañoso y la causa del mismo, se concluye que no exi ste fundamento 
para la responsabilidad de la parte demandada, por inexistencia de 
nexo causal entre la actividad de la administración  y el lucro 
cesante reclamado” (fs. 862 vto. in fine y 863). 
      V.-  Respecto del recurso de 
casación interpuesto por vía de adhesión por la par te actora. Tal 
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como se indicó, el accionante al evacuar el traslad o del recurso de 
casación adhirió al mismo. 
      V.i.- En primer lugar, el actor se 
agravió por entender que la Sala debió condenar a l a demandada por 
la totalidad del rubro lucro cesante reclamado a co nsecuencia de la 
desvinculación del actor del Círculo Católico de Ob reros del 
Uruguay. 
       La solución propuesta 
anteriormente respecto del recurso de casación intr oducido por la 
parte demandada conlleva el rechazo de la adhesión en este punto. 
      V.ii.- Se agravió el actor también en 
razón de que “...la sentencia  difiere la liquidaci ón a las 
emergencias del proceso incidental del art. 378 del  CGP...”. 
       El agravio atinente a que se 
difirió la determinación de la cuantía de la conden a por el lucro 
cesante por no percibir las retribuciones en O.S.E.  durante las 
licencias sin goce de sueldo que gozó el actor en l os períodos 
reclamados de los años 2007 y 2008, a la vía incide ntal del art. 378 
del Código General del Proceso, entiendo deberá ser  desestimado. 
       La Corporación ha expre-sado 
reiteradamente que el diferimiento para la vía inci dental 
liquidatoria es irrevisable en esta instancia casat oria por 
constituir una potestad de los jueces de mérito det erminar si 
existen o no los elementos necesarios para fijar el  monto (cf. 
Sentencias Nos. 540/94 y 142/2002, entre muchas otr as). 
       Pero aún si se soslayara lo 
anterior, el agravio debería ser desestimado pues c omo lo sostiene 
la Sala: “Se comparte con el a quo     –argumentos esgrimidos con 
solvencia a fs. 859-, que lo que dejó de percibir e l actor es el 
salario en los años 2007 y 2008. Para determinar cu ál fue la 
privación de ingresos, ha de conocerse el valor his tórico del 
salario del actor a efectos de no reajustar dos vec es la suma a 
percibir” (fs. 914). 
       A mayor abundamiento, como lo 
sostuvo el sentenciante de primera instancia: “La l iquidación se 
diferirá a la vía del art. 378 del C.G.P., pues la realizada por el 
Sr. perito no fue a los valores históricos correspo ndientes a los 
meses en que efectivamente el actor gozó de la refe rida licencia, 
sino que tomó el valor de retribución informado por  O.S.E. a foja 
689, pero el mismo se corresponde de acuerdo a lo s olicitado por el 
actor con lo que percibía a diciembre del 2011, que  debía 
necesariamente ser superior al percibido en los año s 2007 y 2008” 
(fs. 858 vto. in fine y 859). 
      VI.- Las costas y costos se deberán 
abonar en el orden causado. 
       Por los fundamentos expresados, 
y lo dispuesto en el artículo 268 y siguientes del Código General 
del Proceso, la Suprema Corte de Justicia, por unan imidad,  
 
  FALLA: 
 
    ANULASE LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
IMPUGNADA, Y, EN SU LUGAR, CONDENASE EN IGUALES TER MINOS QUE EN 
PRIMERA INSTANCIA. 
    DESESTIMASE EL RECURSO DE CASACION DE LA 
PARTE ACTORA. 
    SIN ESPECIAL CONDENACION PROCESAL. 
    OPORTUNAMENTE, PUBLIQUESE Y DEVUELVASE. 
 


